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Bogotá, D. C., 8 de mayo de 2026 
 
 
Doctora 
Helga María Rivas Ardila 
Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
Ciudad 
 
 
Asunto: Observaciones y comentarios de la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales – 

Asocapitales al Proyecto de Decreto «Por el cual se modifican los Capítulos 1, 2 y 6 del Título 
2, de la Parte 3, del Libro 2, del Decreto 1077 de 2015 y se dictan otras disposiciones», del 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 

 
Respetada Doctora Helga: 
 
En representación de las ciudades capitales de departamento del país, la Asociación Colombiana de 
Ciudades Capitales – Asocapitales, en ejercicio de la facultad reconocida en el artículo 2.1.2.5.1.3 del 
Decreto 1081 de 2015, formula observaciones técnicas y jurídicas al Proyecto de Decreto «Por el cual 
se modifican los Capítulos 1, 2 y 6 del Título 2, de la Parte 3, del Libro 2, del Decreto 1077 de 2015 y se 
dictan otras disposiciones», relacionado con la modificación del modelo de gestión integral de residuos 
sólidos en el marco del servicio público de aseo. 
 
Estas observaciones buscan contribuir constructivamente al fortalecimiento del acto normativo, 
garantizando su coherencia con el ordenamiento jurídico vigente, su viabilidad de implementación en 
las ciudades capitales y su debida articulación con los instrumentos de planificación territorial y 
sectorial que rigen la gestión del servicio público de aseo. Asocapitales exige, además, que el Ministerio 
amplíe el plazo de expedición del decreto hasta tanto se atiendan de manera satisfactoria las 
observaciones estructurales aquí señaladas. 
 

1. RESUMEN EJECUTIVO 
 

El proyecto de decreto modifica el modelo de gestión integral de residuos sólidos del Decreto 
1077 de 2015, con incidencia directa sobre las competencias y obligaciones de las entidades 
territoriales en la prestación del servicio público de aseo, conforme a la Ley 142 de 1994 y la 
Ley 2294 de 2023. 

Asocapitales advierte que varias disposiciones trasladan cargas operativas y financieras a las 
ciudades capitales sin la correspondiente asignación de recursos ni mecanismos de 
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coordinación intergubernamental, en tensión con los principios de coordinación, concurrencia 
y subsidiariedad del artículo 27 de la Ley 1454 de 2011. 

Se identifican vacíos normativos en la articulación con los PGIRS, los POT y los mecanismos de 
financiación del Incentivo al Aprovechamiento y Tratamiento de Residuos Sólidos (IAT), que 
comprometen la viabilidad técnica, financiera e institucional de la implementación. 

Asocapitales exige al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio ampliar el plazo de expedición 
del decreto hasta tanto se atiendan las observaciones estructurales aquí formuladas, en 
particular las relacionadas con coordinación previa y financiación de nuevas obligaciones. 

 
2. CONTEXTO NORMATIVO Y MARCO JURÍDICO APLICABLE 

 
El proyecto normativo se inscribe en un marco jurídico complejo y estratificado. A continuación, se 
presenta el marco de referencia empleado por Asocapitales en la formulación de las presentes 
observaciones: 
 

Norma Descripción Relevancia 

Constitución Política, arts. 
311, 313, 365-370 

Autonomía territorial y competencias 
municipales en servicios públicos domiciliarios. 

Alta 

Ley 142 de 1994 Régimen de los servicios públicos domiciliarios, 
incluido el servicio de aseo. 

Alta 

Ley 388 de 1997 Ordenamiento territorial; articulación de usos 
del suelo con infraestructura de residuos. 

Media-Alta 

Ley 1454 de 2011 (LOOT) Principios de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad entre niveles de gobierno. 

Alta 

Ley 2294 de 2023 (PND) Art. 227 – Programa Basura Cero; mandatos al 
Gobierno Nacional en gestión de residuos. 

Alta 

Decreto 1077 de 2015 Decreto Único Reglamentario Sector Vivienda; 
capítulos sobre servicio de aseo y PGIRS. 

Alta 

Decreto 670 de 2025 (MVCT) Reglamenta el Programa Basura Cero; 
introduce Parques Tecnológicos y Ambientales 
(PTA). 

Alta 

Decreto 1381 de 2024 (MVCT) Exclusividad de organizaciones de recicladores 
de oficio en la actividad de aprovechamiento. 

Media 
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Norma Descripción Relevancia 

Resolución 754 de 2014 
(MVCT) 

Metodología para la formulación, 
implementación y actualización de los PGIRS. 

Alta 

Decreto 1081 de 2015, art. 
2.1.2.1.14 

Publicidad e informe de observaciones a 
proyectos de regulación del ejecutivo. 

Alta 

 
Son igualmente aplicables los estándares jurisprudenciales de la Corte Constitucional en materia de 
servicios públicos domiciliarios (Sentencias C-741 de 2003, C-150 de 2003 y C-084 de 2020) y los Autos 
275 de 2011 y 366 de 2016, relativos a la protección constitucional de los recicladores de oficio en la 
actividad de aprovechamiento del servicio público de aseo. 
 

3. RIESGOS ESTRUCTURALES ASOCIADOS A LA IMPLEMENTACIÓN 
 
Asocapitales identifica los siguientes riesgos estructurales derivados del diseño normativo propuesto, 
que afectan transversalmente múltiples disposiciones del proyecto: 
 

Tipo de 
riesgo Descripción Severidad Medida de mitigación propuesta 

Jurídico / 
Competencial 

Transferencia de 
responsabilidades a 
entidades territoriales sin 
respaldo legal suficiente ni 
mecanismos de 
coordinación, en posible 
contravención de los arts. 
209 y 311 C.P. y el art. 27 
de la Ley 1454 de 2011. 

Alto 

Incorporar disposiciones expresas 
de coordinación y concurrencia; 
exigir concepto previo de la 
entidad territorial para actos con 
incidencia en el uso del suelo o en 
la prestación del servicio. 

Financiero / 
Tarifario 

Nuevas obligaciones sin 
identificación de fuentes 
de financiación 
específicas, con potencial 
impacto en la tarifa del 
servicio público de aseo o 
en el presupuesto 
municipal. 

Alto 

Definir fuentes de financiación 
(IAT, SGP, SGR, PGN); garantizar 
sostenibilidad financiera del 
modelo; revisar metodología 
tarifaria con la CRA. 

Técnico / 
Operativo 

Estándares de 
implementación 
uniformes que no 

Medio 
Establecer enfoque diferencial por 
tamaño de municipio; incluir plazos 
graduales de implementación; 
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Tipo de 
riesgo Descripción Severidad Medida de mitigación propuesta 

reconocen las diferencias 
en capacidades 
institucionales y técnicas 
entre ciudades capitales 
grandes y medianas. 

proveer asistencia técnica del nivel 
nacional. 

Ambiental / 
Sanitario 

Vacíos en la cadena de 
responsabilidad sobre 
residuos sólidos 
(generación, transporte, 
tratamiento, disposición) 
pueden generar pasivos 
ambientales para los 
municipios. 

Alto 

Establecer cadena de 
responsabilidad clara y solidaria 
entre generadores, prestadores y 
autoridades ambientales; incluir 
mecanismos de verificación 
independiente. 

Planificación 
Territorial 

Desarticulación entre las 
nuevas disposiciones y los 
PGIRS, POT y POMCA 
vigentes, generando 
conflictos en la localización 
de infraestructuras de 
residuos. 

Medio 

Exigir compatibilidad expresa con 
instrumentos de planificación 
territorial; incluir mecanismo de 
actualización de PGIRS ante nuevas 
obligaciones. 

 
4. OBSERVACIONES AL ARTICULADO 

 
A continuación, se presentan las observaciones técnicas y jurídicas específicas de Asocapitales sobre el 
articulado propuesto. Cada observación integra el análisis técnico-jurídico y la propuesta concreta de 
ajuste. 
 
A continuación, se presentan las observaciones técnicas y jurídicas específicas formuladas por 
Asocapitales respecto del articulado del proyecto normativo. Cada observación incluye la disposición 
normativa concernida, el fundamento de la objeción, el análisis técnico y jurídico correspondiente, y la 
propuesta de ajuste sugerida. 
 

N.º Disposición normativa 

01 ARTÍCULO 2.3.2.2.2.4.60. Actividad de barrido mecánico. Se podrá utilizar barrido 
mecánico en aquellas calles pavimentadas que, por su longitud, estado de las vías, 
amplitud, volumen de los residuos, tráfico y riesgo de la operación manual ameriten el uso 
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de este tipo de maquinaria. La descarga de los residuos de barrido mecánico se efectuará 
en los sitios previamente establecidos en el correspondiente programa de la prestación 
del servicio público de aseo. El drenaje del agua para aspersión de estos obligatoriamente 
deberá efectuarse antes del pesaje de los vehículos y podrá efectuarse en sumideros, pero 
en todo caso deberá evitarse el taponamiento de las rejillas. 
 
La prestación de la actividad incluirá la eliminación, por medios mecánicos, de todos 
aquellos residuos, independientemente de su tamaño. 
 
PARÁGRAFO. Las personas prestadoras del servicio de aseo en las actividades de barrido y 
limpieza no deberán arrojar residuos de barrido, ni arenilla en los sumideros de aguas 
lluvias. 

Descripción de la observación normativa 

La disposición analizada presenta una falta de precisión conceptual en el uso del término 
«eliminación» en el inciso segundo del artículo, al establecer que la actividad incluirá «la 
eliminación, por medios mecánicos, de todos aquellos residuos, independientemente de 
su tamaño». Dicho vocablo resulta equívoco en el contexto operativo del barrido 
mecánico, en tanto que puede interpretarse de manera dispar por los prestadores del 
servicio y por los organismos de inspección, vigilancia y control. 
 
En particular, la expresión no precisa el alcance de la acción frente a residuos que, por sus 
características físicas —dimensiones, densidad o naturaleza del material—, no puedan ser 
captados o aspirados por el equipo mecánico convencional, generando así un vacío 
normativo sobre el tratamiento que deberá darse a dichos materiales cuando el barrido 
mecánico sea el método seleccionado para la prestación de la actividad. 

Análisis técnico y jurídico 

El barrido mecánico se ejecuta mediante equipos autopropulsados dotados de sistemas 
de barrido lateral, cepillos centrales y unidades de aspiración, cuya capacidad operativa 
está condicionada por las características de los residuos presentes en la vía. En 
consecuencia, los equipos convencionales no tienen la capacidad de captar materiales de 
gran volumen o peso, escombros, residuos voluminosos ni elementos pétreos de 
dimensiones considerables, circunstancias que hacen técnicamente inviable la aplicación 
literal del enunciado normativo que ordena la remoción de «todos aquellos residuos, 
independientemente de su tamaño». 
 
Es por ello que el principio de legalidad y el deber de claridad normativa —consustanciales 
al ordenamiento regulatorio del servicio público domiciliario de aseo en los términos de la 
Ley 142 de 1994, el Decreto Ley 2811 de 1974 y las disposiciones reglamentarias 
concordantes— exigen que las normas de carácter técnico-operativo sean 
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suficientemente determinadas para garantizar su correcta aplicación por parte de los 
prestadores, así como para habilitar el ejercicio eficaz de las funciones de vigilancia a cargo 
de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD). 
La ambigüedad del término «eliminación» puede generar, en la práctica, interpretaciones 
divergentes que conduzcan a incumplimientos no imputables al operador o, en el extremo 
contrario, a exigencias desproporcionadas en los procesos de inspección y control. 
 
Por lo anterior, debe reconocerse que la disposición vigente, en su conjunto, ya delimita 
el alcance de la actividad al circunscribirla al uso de medios mecánicos, lo cual opera como 
un condicionante implícito de las posibilidades operativas. Asimismo, la expresión 
«independientemente de su tamaño» podría entenderse como una instrucción de política 
orientada a garantizar la integralidad del barrido, sin que ello implique necesariamente 
que el equipo mecánico deba ejecutar en solitario la totalidad de la remoción en todos los 
supuestos. La lectura sistemática del artículo, en concordancia con los programas de 
prestación del servicio y los planes de gestión integral de residuos sólidos (PGIRS), permite 
atenuar en alguna medida el vacío identificado. 

Propuesta de ajuste / Recomendación 

Valorados los elementos técnicos y jurídicos expuestos, ASOCAPITALES no propone 
modificación alguna al texto del Artículo 2.3.2.2.2.4.60. La estabilidad regulatoria del 
régimen del servicio público de aseo y el principio de mínima intervención normativa se 
aconseja preservar el articulado vigente, evitando reformas textuales que puedan generar 
efectos no previstos en la cadena de obligaciones de los prestadores. 
 
No obstante, la precisión del alcance operativo de la norma debe producirse por la vía de 
los instrumentos técnico-normativos complementarios que el sistema regulatorio prevé. 
En tal sentido, ASOCAPITALES exhorta formalmente al Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio —en ejercicio de su potestad reglamentaria y de dirección del sector— a 
expedir, una circular técnica de carácter vinculante en la que se precisen los siguientes 
aspectos: 
 

• El alcance operativo del término «eliminación» en el contexto del barrido mecánico, 
diferenciando las fracciones de residuos captables por los equipos convencionales 
de aquellas que requieren intervención complementaria. 

• Los protocolos diferenciados para el manejo de residuos no captables por los 
equipos mecánicos convencionales, incluyendo la coordinación con otras 
actividades del servicio de aseo. 

• Los criterios técnicos que permitan a la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios (SSPD) ejercer sus funciones de inspección, vigilancia y control con 
base en estándares objetivos y uniformes. 
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• Los mecanismos de reporte y verificación que los prestadores del servicio deberán 
implementar para acreditar el cumplimiento integral de la actividad de barrido 
mecánico. 

 
La omisión de los lineamientos técnicos aquí exhortados perpetuará el vacío normativo 
identificado, con el consiguiente riesgo de generación de controversias entre prestadores 
y entes de control. En consecuencia, la emisión de la circular técnica vinculante no 
constituye una facultad discrecional de la autoridad competente, sino una obligación 
derivada del deber de claridad normativa que rige el ordenamiento del servicio público 
domiciliario de aseo. 

 

N.º Disposición normativa 

02 ARTÍCULO 2.3.2.2.2.3.41. Recolección de residuos de poda de árboles y corte de césped. 
La recolección y transporte de los residuos sólidos originados por poda de árboles o 
arbustos, y corte del césped en áreas públicas, deberá realizarse por una persona 
prestadora del servicio público de aseo. Estos residuos deberán destinarse 
prioritariamente a sitios de tratamiento. 

Descripción de la observación normativa 

La propuesta de modificación del artículo 2.3.2.2.2.3.41 del Decreto 1077 de 2015 elimina 
el parágrafo contenido en la versión vigente de la norma, el cual establece con precisión 
el procedimiento aplicable ante situaciones de emergencia derivadas de la caída de 
árboles en el espacio público, así como la entidad territorial responsable de atender dicha 
contingencia.  
 
En consecuencia, la nueva redacción propuesta omite determinar con claridad quién 
asume la obligación de recolección frente a este tipo de eventos, generando una laguna 
normativa que compromete la seguridad jurídica del esquema de prestación del servicio 
de aseo y dificulta la articulación interinstitucional entre las personas prestadoras y las 
entidades territoriales competentes. 

Análisis técnico y jurídico 

La supresión del parágrafo en cuestión representa un retroceso en la claridad normativa 
que ha caracterizado la regulación del servicio público de aseo en Colombia. El texto 
vigente del artículo delimita de forma expresa la responsabilidad de las entidades 
territoriales en los eventos de emergencia ocasionados por la caída de árboles en áreas 
públicas, diferenciando esta actividad de la recolección ordinaria de residuos de poda y 
corte de césped. Dicha distinción resulta técnica y jurídicamente relevante, habida cuenta 
de que los árboles caídos no constituyen, en estricto sentido, residuos sólidos generados 
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en el marco de una actividad programada de mantenimiento del espacio público, sino el 
resultado de situaciones imprevistas que demandan una respuesta inmediata y 
coordinada entre múltiples actores institucionales. 
 
La eliminación de esta referencia expresa contraviene los principios de eficiencia y 
continuidad que rigen la prestación de los servicios públicos domiciliarios conforme a lo 
dispuesto en la Ley 142 de 1994, toda vez que, ante la ausencia de una asignación 
normativa clara de responsabilidades, se incrementa el riesgo de omisiones en la atención 
oportuna de emergencias que pueden comprometer la seguridad de los usuarios y la 
integridad del espacio público. Asimismo, la indeterminación subjetiva —esto es, la falta 
de identificación precisa del sujeto obligado a efectuar la recolección en estos casos— 
puede derivar en conflictos de competencia entre las personas prestadoras del servicio de 
aseo y las autoridades municipales o distritales, con las consecuentes afectaciones a la 
prestación eficiente del servicio. 
 
La gestión de residuos provenientes de árboles caídos implica condiciones operativas 
distintas a las de la poda programada, incluyendo volúmenes no previstos, equipos 
especializados y tiempos de respuesta diferenciados, razón por la cual su regulación 
separada responde a criterios de racionalidad técnica que no deben ser suprimidos sin una 
justificación suficiente en la exposición de motivos de la modificación propuesta. 

Propuesta de ajuste / Recomendación 

Se recomienda no adoptar la modificación propuesta para este artículo y mantener en su 
integridad la redacción vigente del artículo 2.3.2.2.2.3.41 del Decreto 1077 de 2015, 
incluido su parágrafo, el cual regula de manera clara y diferenciada el procedimiento y la 
responsabilidad institucional aplicables ante situaciones de emergencia por caída de 
árboles en áreas públicas. En caso de que el regulador considere pertinente introducir 
ajustes a la norma, se sugiere que cualquier modificación preserve —y eventualmente 
refuerce— la asignación expresa de competencias entre las personas prestadoras del 
servicio público de aseo y las entidades territoriales, con el fin de garantizar la continuidad, 
la eficiencia y la seguridad jurídica en la prestación del servicio. 

 

N.º Disposición normativa 

03 ARTÍCULO 2.3.2.2.2.3.49. Monitoreo de la actividad de recolección de residuos sólidos. Las 
personas prestadoras del servicio público de aseo deberán implementar sistemas de 
monitoreo, tales como: 
1. Georreferenciación de las microrrutas de recolección y transporte.  
2. Posición geográfica de los vehículos (GPS).  
3. Monitoreo de tiempos y movimientos de los vehículos recolectores. 
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Descripción de la observación normativa 

La modificación propuesta al artículo 2.3.2.2.2.3.49 del Decreto 1077 de 2015 suprime la 
restricción contenida en la versión vigente, que circunscribía la obligación de implementar 
sistemas avanzados de monitoreo —georreferenciación de microrrutas, posicionamiento 
GPS y seguimiento de tiempos y movimientos— exclusivamente a los prestadores que 
operan en grandes ciudades (de más de un millón de habitantes). Con la modificación 
proyectada, esta exigencia se extiende de forma general e inmediata a la totalidad de las 
personas prestadoras del servicio, con independencia del tamaño poblacional del 
municipio atendido. 
 
Si bien esta ampliación constituye un avance en materia de trazabilidad y eficiencia 
operativa, es necesario precisar que el impacto económico derivado de su implementación 
no recae directamente sobre los municipios, con independencia de su categoría fiscal. 
Conforme al régimen tarifario vigente y a la memoria justificativa del proyecto normativo 
en su ítem de impacto económico, los destinatarios de esta obligación son los Prestadores 
del Servicio, quienes, de acuerdo con la regulación sectorial, podrán trasladar dichos 
costos a las tarifas del servicio, siendo en última instancia los usuarios quienes asumen 
esta carga económica. 
 
El verdadero impacto de esta disposición, por tanto, no es de naturaleza presupuestal para 
las entidades territoriales, sino tarifaria para la población usuaria. Esta situación adquiere 
especial relevancia en municipios con menor densidad poblacional, donde los costos fijos 
de implementación tecnológica se distribuyen entre un número reducido de usuarios, 
resultando en una carga per cápita significativamente más elevada que en ciudades de 
más de un millón de habitantes. En estas últimas, la misma inversión se diluye entre una 
base de usuarios mucho mayor, lo que hace el costo individual proporcionalmente menor. 
 
Lo anterior evidencia una tensión con los principios de eficiencia, sostenibilidad financiera 
de los prestadores del servicio, continuidad del servicio y tarifa diferenciada, en la medida 
en que la norma, al eliminar la diferenciación por número de habitantes, equipara 
exigencias tecnológicas sin reconocer las asimetrías en la capacidad de absorción de costos 
de cada mercado local. Los usuarios de municipios más pequeños, quienes en muchos 
casos corresponden a poblaciones de menores ingresos, terminarían asumiendo una 
proporción mayor del costo de modernización tecnológica en comparación con los 
usuarios de grandes ciudades. 

Análisis técnico y jurídico 

Desde la perspectiva del régimen de servicios públicos domiciliarios, esta situación puede 
comprometer los principios de eficiencia, sostenibilidad financiera y continuidad del 
servicio, consagrados en los artículos 365 y 367 de la Constitución Política, así como en el 
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artículo 2.º de la Ley 142 de 1994, en particular los preceptos de equidad, solidaridad y 
tarifa diferenciada. La ausencia de un régimen de transición y de una exigibilidad 
escalonada desconoce el principio de confianza legítima de los prestadores que han 
estructurado sus modelos operativos y financieros bajo el marco normativo precedente. 
 
En este sentido, la implementación de sistemas de georreferenciación, GPS y monitoreo 
de tiempos y movimientos implica inversiones en tecnología, conectividad, capacitación 
del talento humano e integración con plataformas de información. En municipios 
pequeños, estos costos pueden traducirse en incrementos tarifarios que afectan 
especialmente a los usuarios de menores recursos, comprometiendo la política pública de 
recolección de residuos sólidos y los objetivos de universalidad y asequibilidad del servicio. 

Propuesta de ajuste / Recomendación 

Con fundamento en los principios de proporcionalidad, equidad tarifaria y sostenibilidad 
financiera del servicio, ASOCAPITALES recomienda que la disposición se mantenga en 
términos de su objetivo de modernización tecnológica, pero que su implementación esté 
acompañada de las siguientes medidas: 
 

I. Realización de un estudio técnico previo. 
 
Previo a la entrada en vigencia plena de la norma, o en el marco de su reglamentación, se 
recomienda que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en coordinación con la 
Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA) y la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD), realice un estudio técnico que 
evalúe el impacto tarifario diferenciado de la implementación de los sistemas de 
monitoreo sobre la población usuaria de municipios con menos de un millón de 
habitantes. Dicho estudio deberá identificar las brechas tecnológicas y financieras 
existentes, y servir de insumo para el diseño de un esquema de exigibilidad proporcional. 
 

II. Régimen de transición escalonado. 
 
En caso de mantenerse la modificación en los términos propuestos, se recomienda 
establecer un régimen de transición que permita a los prestadores, y a los municipios que 
los regulan, evaluar el impacto de la implementación y planificar su adopción gradual 
conforme al número de habitantes del municipio atendido. Se sugiere que la exigencia 
tecnológica sea proporcional a la capacidad técnica y financiera de cada agente del 
mercado, conforme al número de habitantes que son objeto del servicio 
 

III. Esquema diferencial de exigibilidad. 
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Facultar a la CRA para que, mediante acto administrativo de carácter regulatorio, defina 
estándares mínimos de monitoreo acordes con la escala operativa del prestador, 
diferenciando la intensidad de las obligaciones tecnológicas según el tamaño poblacional 
del municipio atendido. 
 

IV. Mecanismos de financiamiento o cofinanciación. 
Prever, en coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y el 
Departamento Nacional de Planeación (DNP), la posibilidad de acceder a recursos del 
Sistema General de Regalías, fondos sectoriales u otros mecanismos de financiamiento 
para apoyar a los pequeños prestadores en la adquisición e implementación de las 
tecnologías requeridas a fin de que no se traslade el costo al usuario final, lo cual acarrearía 
generar una disposición informal de los residuos por no tener la capacidad económica para 
su pago. 
 
La adopción de estas recomendaciones garantizaría que la modernización del servicio de 
aseo avance de manera progresiva, equitativa y técnicamente viable, estudiando la 
diferenciación territorial y presupuestal de cada municipio de Colombia, en plena 
consonancia con los principios constitucionales y legales que rigen la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios, en especial los de proporcionalidad, equidad, solidaridad 
y sostenibilidad financiera. 

 

N.º Disposición normativa 

04 SUBSECCIÓN 8  
RECOLECCIÓN Y TRANSPORTE DE RESIDUOS SÓLIDOS ORGÁNICOS SUSCEPTIBLES DE 
TRATAMIENTO  
 
ARTÍCULO 2.3.2.2.2.8.78. Recolección y transporte selectivo de residuos orgánicos 
susceptibles de tratamiento. Es la actividad complementaria del servicio público de aseo, 
dirigida a efectuar la recolección de los residuos orgánicos, previamente separados en la 
fuente por los usuarios, de manera selectiva y diferenciada de los demás residuos sólidos, 
mediante recorridos organizados a través de macrorrutas y microrrutas, conforme a las 
frecuencias y horarios establecidos, para su transporte a sitios de tratamiento. 
 
Para la prestación de esta actividad, se tendrá en cuenta como mínimo los siguientes 
criterios: 
 
1. La persona prestadora que realice la actividad de recolección y transporte selectivo de 
residuos sólidos orgánicos establecerá de acuerdo con el Plan de Gestión Integral de 
Residuos Sólidos (PGIRS) las frecuencias, horarios y formas de presentación para la 
recolección y transporte de los residuos sólidos orgánicos. 
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2. La persona prestadora que realice la actividad de recolección y transporte selectivo de 
residuos sólidos orgánicos deberá conformar su catastro de usuarios y con base en él 
establecer sus macrorrutas y microrrutas de recolección. 
3. La recolección de residuos sólidos orgánicos puede efectuarse a partir de la acera, de 
unidades y cajas de almacenamiento o de cualquier sistema alternativo que garantice la 
recolección y el mantenimiento de sus características. En todo caso, durante la recolección 
se deberá mantener la condición de limpieza del área, evitando derrames y esparcimientos 
de residuos sólidos y líquidos. 
4. La persona prestadora que realice la actividad de recolección y transporte selectivo de 
residuos sólidos orgánicos garantizará los mecanismos necesarios para que los usuarios 
entreguen la fracción diferenciada de los residuos sólidos orgánicos, asegurando el 
cumplimiento de las condiciones de calidad requeridas para su tratamiento, según la 
tecnología disponible en cada sitio y su respectivo reglamento operativo. 
5. Cuando la persona prestadora que realice la actividad de recolección y transporte 
selectivo de residuos sólidos orgánicos sea diferente a la persona prestadora de 
tratamiento, deberá suscribir un contrato con al menos un sitio de tratamiento de residuos 
orgánicos registrado en el Sistema Único de Información SUI de la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios SSPD. 

Descripción de la observación normativa 

La disposición contenida en el artículo 2.3.2.2.2.8.78 formaliza la actividad de recolección 
y transporte selectivo de residuos sólidos orgánicos como actividad complementaria del 
servicio público de aseo, estableciendo un conjunto de obligaciones operativas y 
contractuales de considerable alcance para las personas prestadoras.  
 
Entre las exigencias más relevantes se destacan: (i) la prohibición implícita de 
compactación conjunta con residuos no aprovechables, derivada de la obligación de 
recolección selectiva y diferenciada; (ii) el diseño y operación de macro y microrrutas 
exclusivas sustentadas en un catastro de usuarios debidamente estructurado; (iii) la 
responsabilidad del prestador de garantizar la pureza y calidad del material orgánico en el 
sitio de tratamiento; y (iv) la obligación de suscribir un contrato con al menos un sitio de 
tratamiento registrado en el Sistema Único de Información (SUI) de la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD), cuando el prestador de recolección sea 
diferente al prestador de tratamiento. 
 
Estas obligaciones generan un impacto administrativo, operativo y financiero significativo 
para las personas prestadoras, toda vez que su implementación efectiva presupone la 
actualización de los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos (PGIRS), la adecuación 
de infraestructura, la reconversión o adquisición de equipos de recolección diferenciada, 
la estructuración de catastros de usuarios y la articulación contractual con sitios de 
tratamiento habilitados. En consecuencia, la implementación inmediata de estas 
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disposiciones, sin un período de transición claramente definido, resulta operativamente 
inviable para la mayoría de los prestadores del servicio en el territorio nacional. 

Análisis técnico y jurídico 

La disposición analizada desarrolla los principios de eficiencia, continuidad y calidad del 
servicio público de aseo previstos en la Ley 142 de 1994, así como los lineamientos de 
gestión integral de residuos sólidos establecidos en la política pública sectorial. Sin 
embargo, su implementación exige condiciones habilitantes que no se encuentran 
homogéneamente disponibles en todos los municipios del país, lo que genera una 
asimetría regulatoria entre los prestadores según su capacidad técnica, financiera y 
territorial. 
 
En el plano técnico, la obligación de estructurar macro y microrrutas exclusivas para la 
recolección de residuos orgánicos implica la realización de estudios de caracterización de 
usuarios, la definición de frecuencias y horarios diferenciados, y la dotación de vehículos 
especializados que impidan la compactación y contaminación cruzada del material 
orgánico. Todo ello demanda una planificación operativa que, en la práctica, requiere de 
un horizonte temporal razonable para su adecuada implementación. 
 
Adicionalmente, la articulación entre el prestador de recolección y el sitio de tratamiento 
—mediante la suscripción del contrato previsto en el numeral 5— supone la existencia de 
una oferta suficiente de infraestructura de tratamiento habilitada y registrada en el SUI, 
condición que en la actualidad no se cumple de manera uniforme en el territorio nacional. 
Esta circunstancia podría generar incumplimientos normativos no imputables a la voluntad 
del prestador, sino a la insuficiencia de la oferta de tratamiento disponible en su área de 
influencia. 
 
Desde el punto de vista del principio de progresividad en la implementación de cargas 
regulatorias —reconocido en la jurisprudencia del Consejo de Estado y en la doctrina de la 
Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA)—, resulta 
jurídicamente coherente prever un período de transición que permita a los prestadores 
adecuar sus condiciones operativas, actualizar sus PGIRS y estructurar los esquemas 
contractuales requeridos, sin que ello implique el desconocimiento de los objetivos 
ambientales y de aprovechamiento que fundamentan la norma. 

Propuesta de ajuste / Recomendación 

Se recomienda la modificación del artículo 2.3.2.2.2.8.78 en los siguientes términos: 
 

1. Incorporación de un período de transición: Se propone incluir, al final del articulado 
o en una disposición transitoria complementaria, un parágrafo que establezca un 
período de transición de dieciocho (18) a veinticuatro (24) meses, contados a partir 
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de la entrada en vigencia del decreto modificatorio, durante el cual las personas 
prestadoras deberán adecuar sus planes operativos, catastros de usuarios, 
esquemas de rutas y modelos contractuales conforme a las exigencias del artículo. 
Dicho período deberá estar articulado con los procesos de actualización de los 
PGIRS municipales. 

 
El parágrafo transitorio podría redactarse en los siguientes términos: 
 

"Parágrafo transitorio. Las personas prestadoras que realicen la actividad de 
recolección y transporte selectivo de residuos sólidos orgánicos susceptibles de 
tratamiento contarán con un plazo de veinticuatro (24) meses, contados a partir de la 
entrada en vigencia del presente decreto, para dar cumplimiento a las obligaciones 
establecidas en el presente artículo, en concordancia con los cronogramas de 
actualización de los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos (PGIRS). Durante 
este período de transición, las personas prestadoras deberán presentar ante la 
autoridad competente un plan de implementación progresiva que incluya las acciones, 
metas e inversiones requeridas para el cumplimiento de las disposiciones aquí 
contenidas." 
 
2. Precisión sobre la oferta de sitios de tratamiento habilitados: Se recomienda 

incorporar una disposición que prevea el caso en que, al momento de la 
implementación, no existan sitios de tratamiento de residuos orgánicos registrados 
en el SUI disponibles en el área de influencia del prestador. En tal evento, debería 
establecerse una alternativa transitoria que permita al prestador acreditar 
gestiones ante la autoridad competente o la CRA, sin que la ausencia de dicha 
infraestructura le genere responsabilidad sancionatoria. 

 
3. Concordancia con el PGIRS: Se sugiere reforzar la remisión expresa al PGIRS como 

instrumento rector de la planificación de esta actividad, precisando que las 
frecuencias, horarios y esquemas de rutas establecidos por el prestador deberán 
guardar coherencia con los lineamientos definidos en dicho Plan para el municipio 
o distrito correspondiente, de conformidad con lo previsto en la Resolución 754 de 
2014 expedida por los Ministerios de Vivienda, Ciudad y Territorio y de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible. 

 

N.º Disposición normativa 

05 ARTÍCULO 2.3.2.6.1.3. De la responsabilidad de las Entidades Territoriales. Las entidades 
territoriales deberán asegurar la prestación de la actividad complementaria de 
tratamiento e incorporar metas de reducción de disposición final en el PGIRS, en 
coherencia con el Programa Basura Cero, ya sea en su propio territorio o en otra 
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jurisdicción, y para el efecto podrá participar en la estructuración e implementación de 
soluciones de carácter regional. 

Descripción de la observación normativa 

El artículo traslada a los municipios la carga de asegurar la actividad complementaria de 
tratamiento sin establecer mecanismos de cofinanciación por parte del Gobierno 
Nacional, lo que afecta de manera particular a las ciudades capitales que gestionan 
residuos provenientes de otras jurisdicciones. La redacción actual no delimita el alcance 
de la responsabilidad territorial en esquemas de operación regional, lo que genera un 
vacío normativo que puede derivar en la concentración indebida de obligaciones legales y 
financieras en una sola entidad.  
 
En consecuencia, se estima necesario precisar que la responsabilidad de las entidades 
territoriales en el marco de esta actividad complementaria debe circunscribirse, en 
principio, a su propia jurisdicción, y que en los esquemas de escala regional dicha 
responsabilidad deberá ser distribuida de manera proporcional entre las entidades 
participantes, evitando que el compromiso jurídico y presupuestal recaiga de forma 
exclusiva sobre un único municipio o distrito. 

Análisis técnico y jurídico 

El artículo 2.3.2.6.1.3 del Decreto 1077 de 2015, en su versión propuesta, genera una 
asimetría normativa incompatible con los principios de corresponsabilidad, solidaridad y 
eficiencia que rigen la prestación de los servicios públicos domiciliarios en Colombia, 
conforme a los artículos 365 y 367 de la Constitución Política y la Ley 142 de 1994. 
 
En primer lugar, la obligación de “asegurar” la actividad complementaria de tratamiento, 
sin una correlativa fuente de financiación garantizada por el nivel nacional, vulnera el 
principio de sostenibilidad fiscal de las entidades territoriales y puede comprometer el 
equilibrio presupuestal de aquellos municipios que carecen de la capacidad técnica y 
financiera para implementar soluciones de tratamiento de manera autónoma. Esta 
situación resulta especialmente gravosa para las ciudades capitales que, debido a su 
ubicación geográfica y de acuerdos regionales preexistentes, reciben y gestionan residuos 
sólidos generados en municipios de su área de influencia, sin que exista un reconocimiento 
normativo expreso de esa carga adicional. 
 
En segundo lugar, la expresión “ya sea en su propio territorio o en otra jurisdicción” admite 
una lectura amplia que podría interpretarse como una habilitación implícita para que la 
entidad territorial anfitriona asuma, de manera unilateral, la totalidad de los compromisos 
derivados del esquema regional, sin que medie un acuerdo interadministrativo vinculante 
que distribuya proporcionalmente las responsabilidades entre los municipios beneficiarios 
del servicio. Ello contraviene el principio de equidad en la distribución de cargas públicas 
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y desconoce la naturaleza consensual y colaborativa que debe caracterizar los esquemas 
asociativos de gestión regional, según lo previsto en la Ley 1454 de 2011 (Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial) y en los Esquemas Asociativos Territoriales allí regulados. 
 
En tercer lugar, el mandato de coherencia con el Programa Basura Cero, si bien persigue 
un objetivo de política pública legítimo y deseable, no va acompañado de instrumentos 
normativos concretos que permitan a las entidades territoriales alcanzar las metas de 
reducción de disposición final en los plazos que se establezcan. La incorporación de dichas 
metas en el PGIRS, sin los recursos técnicos y financieros correspondientes, convierte una 
obligación de resultado en una declaración programática de difícil materialización, 
especialmente en municipios de mediana y baja capacidad institucional. 
 
Desde el punto de vista técnico, el tratamiento de residuos sólidos —incluyendo el 
aprovechamiento, la valorización energética y la gestión de residuos peligrosos— requiere 
infraestructuras de mediana y gran escala cuya viabilidad económica solo es posible en 
esquemas supramunicipales. En consecuencia, imponer la responsabilidad de 
aseguramiento de dicha actividad a cada entidad territorial de manera individual, sin un 
marco de cofinanciación y gobernanza regional claramente definido, contraviene los 
criterios de racionalidad y eficiencia en la prestación del servicio. 

Propuesta de ajuste / Recomendación 

Se recomienda la modificación del artículo 2.3.2.6.1.3, incorporando los siguientes ajustes: 
 

i) Delimitación de la responsabilidad jurisdiccional. Precisar en el cuerpo del artículo 
que la responsabilidad primaria de la entidad territorial en materia de la actividad 
complementaria de tratamiento corresponde a los residuos sólidos generados dentro 
de su propia jurisdicción, y que, en los esquemas de gestión regional, las obligaciones 
legales y financieras serán distribuidas de manera proporcional entre todos los 
municipios o distritos participantes, mediante la suscripción de acuerdos 
interadministrativos de carácter vinculante. 

 
ii) Adición de un parágrafo de cofinanciación nacional. Incluir un parágrafo en el que se 

establezca que el Gobierno Nacional, a través de los ministerios competentes y los 
fondos de inversión pública pertinentes, destinará partidas de compensación, 
transferencias condicionadas o incentivos directos a los municipios y distritos que 
implementen soluciones de tratamiento de residuos sólidos de escala regional, dando 
prelación a aquellas entidades territoriales que asuman la operación de 
infraestructuras compartidas en beneficio de otras jurisdicciones. 

 
iii) Incorporación de un mecanismo de gobernanza regional. Prever que los esquemas 

regionales de tratamiento deberán formalizarse mediante instrumentos de 
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asociatividad territorial —tales como Contratos Plan, Esquemas Asociativos 
Territoriales o convenios interadministrativos— que delimiten con claridad la 
distribución de competencias, responsabilidades y recursos entre las entidades 
participantes, bajo la coordinación del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 

 

N.º Disposición normativa 

06 ARTÍCULO 2.3.2.6.1.6. Localización de áreas para tratamiento y la prestación de la 
actividad complementaria. Para la localización de sitios asociados al tratamiento de 
residuos sólidos municipales o regionales, el ente territorial deberá incorporar en el POT, 
PBOT o EOT los polígonos potenciales, con base en los siguientes criterios: 
 
1. Identificación de determinantes ambientales incorporadas en la cartografía oficial. 
2. Identificación de áreas con riesgo no mitigable. 
3. Identificación y priorización de sitios previamente intervenidos con actividades de 
disposición final de residuos sólidos. 
4. Identificación de zonas con uso de suelo compatible con el tratamiento o tratamientos 
seleccionados. 
5. Evaluación de impacto climático y contribución a la reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero. 
6. Coherencia con el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos – PGIRS y metas de 
reducción de disposición final e incremento de tasas de tratamiento y aprovechamiento. 
 
Con fundamento en la aplicación de los criterios anteriores, se definirán las áreas 
disponibles sobre las que se deberán realizar los correspondientes estudios técnicos que 
establezcan su potencialidad para el desarrollo de tratamiento y actividades 
complementarias, considerando su complejidad, escala, caracterización de residuos y 
contribución a la reducción de disposición final. 
 
PARÁGRAFO 1. Las áreas definidas como potenciales para la ejecución de proyectos de 
tratamiento serán consideradas para todos los efectos como de interés público, social y 
ambiental, y deberán articularse con los Planes de Gestión Integral de Residuos Sólidos – 
PGIRS y con las metas de reducción de disposición final, las tasas de tratamiento y 
aprovechamiento y los objetivos del Programa de Basura Cero. 
 
PARÁGRAFO 2. Las entidades territoriales deberán garantizar la identificación, habilitación 
e incorporación de suelo suficiente para la localización de infraestructuras de tratamiento 
y aprovechamiento, en función de la generación de residuos y las metas definidas en el 
PGIRS, priorizando el desarrollo de instalaciones que permitan el tratamiento de residuos 
orgánicos, el aprovechamiento de residuos aprovechables y otras fracciones susceptibles 
de valorización. 
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Descripción de la observación normativa 

Si bien el artículo propuesto ajusta los criterios de localización de infraestructura de 
tratamiento de residuos sólidos en función del ordenamiento territorial y la gestión 
climática, persisten vacíos normativos que comprometen su aplicabilidad efectiva. 
 
En primer lugar, la propuesta no establece con claridad el proceso de armonización entre 
los Planes de Ordenamiento Territorial (POT, PBOT o EOT), los Planes de Gestión Integral 
de Residuos Sólidos (PGIRS) y el Programa de Basura Cero. A diferencia de la normativa 
vigente, en la que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio ejercía un rol rector en la 
definición de dicho proceso articulador, la disposición propuesta omite esta directriz y no 
contempla un período de transición que permita la adecuación normativa gradual por 
parte de las entidades territoriales. 
 
En segundo lugar, la obligación consagrada en el Parágrafo 2 de “garantizar” la 
disponibilidad de suelo suficiente para la localización de infraestructuras de tratamiento y 
aprovechamiento resulta de difícil cumplimiento para ciudades capitales que enfrentan 
restricciones geográficas, sociales y urbanísticas significativas, así como procesos activos 
de revisión o actualización de sus instrumentos de ordenamiento territorial. El uso del 
verbo “garantizar” impone una obligación de resultado que, en la práctica, puede ser 
inalcanzable para determinadas jurisdicciones, derivando en situaciones de 
incumplimiento normativo no imputables a la inacción de la administración territorial. 
 
En tercer lugar, el Criterio 5, que exige una “evaluación de impacto climático y contribución 
a la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero” como insumo para la 
zonificación en el instrumento de ordenamiento territorial, requiere mayor precisión 
técnica. Dicho impacto climático depende, en esencia, de la tecnología de tratamiento que 
se seleccione en la estructuración del proyecto específico, información que solo estará 
disponible en una etapa posterior a la definición del polígono potencial. En consecuencia, 
resulta más adecuado que esta evaluación constituya un insumo para los Documentos 
Técnicos de Soporte (DTS) del proyecto, y no un requisito previo para la incorporación del 
área en el instrumento de ordenamiento. 
 
Finalmente, la disposición no aclara si su implementación implica la obligación de 
adelantar procesos de revisión o modificación de los POT, PBOT o EOT vigentes, lo que 
genera incertidumbre jurídica sobre el alcance de las cargas administrativas que se derivan 
para las entidades territoriales. 

Análisis técnico y jurídico 

La disposición analizada involucra la articulación de al menos tres instrumentos de 
planificación de diferente naturaleza y nivel jerárquico: los instrumentos de ordenamiento 
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territorial (de carácter urbanístico), los PGIRS (de carácter sectorial) y el Programa de 
Basura Cero (de carácter programático). La ausencia de reglas claras de armonización 
entre estos instrumentos vulnera el principio de seguridad jurídica y dificulta la 
implementación coordinada de la política pública de gestión de residuos sólidos. 
 
Adicionalmente, imponer a las entidades territoriales la obligación de garantizar la 
habilitación de suelo, sin considerar las restricciones estructurales que afectan a los 
municipios y distritos de mayor densidad urbana, contraviene el principio de 
proporcionalidad de las cargas administrativas y puede generar conflictos con las 
competencias propias de los concejos municipales y distritales en materia de 
ordenamiento del territorio, conforme a lo dispuesto en la Ley 388 de 1997. 
 
Desde el plano técnico, vincular la evaluación de impacto climático a la etapa de 
zonificación en el POT —antes de conocer la tecnología de tratamiento aplicable— 
introduce un criterio de valoración prematura que carece de sustento metodológico, toda 
vez que las emisiones de gases de efecto invernadero varían sustancialmente según el 
modelo tecnológico adoptado (compostaje, digestión anaerobia, tratamiento mecánico-
biológico, entre otros). 

Propuesta de ajuste / Recomendación 

Con el propósito de subsanar los vacíos identificados y dotar a la disposición de mayor 
precisión jurídica y técnica, se proponen los siguientes ajustes: 
 
Criterio 5 — Texto propuesto: 
 

“5. Evaluación de impacto climático y contribución a la reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero, conforme a la tecnología de tratamiento seleccionada en el 
PGIRS, la cual servirá como insumo para los Documentos Técnicos de Soporte (DTS) del 
proyecto respectivo.” 

 
Parágrafo 2 — Texto propuesto: 
 

“PARÁGRAFO 2. Las entidades territoriales deberán adelantar las acciones necesarias 
para identificar y promover la habilitación de suelo suficiente para la localización de 
infraestructuras de tratamiento y aprovechamiento de residuos sólidos, en función de 
la generación proyectada de residuos y las metas definidas en el PGIRS, priorizando el 
desarrollo de instalaciones destinadas al tratamiento de residuos orgánicos y al 
aprovechamiento de materiales susceptibles de valorización, sujeto a la viabilidad 
técnica, ambiental y financiera de los proyectos.” 
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Adicionalmente, se recomienda incorporar un parágrafo transitorio que precise si la 
implementación del presente artículo implica la obligación de adelantar procesos de 
revisión excepcional o modificación de los instrumentos de ordenamiento territorial 
vigentes, y que establezca los plazos y condiciones bajo los cuales las entidades 
territoriales deberán adecuar sus POT, PBOT o EOT a las exigencias aquí previstas, con la 
correspondiente asistencia técnica del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 

 
 

N.º Disposición normativa 

07 ARTÍCULO 2.3.2.6.1.8. Regionalización de sitios de tratamiento. En la medida en que las 
condiciones ambientales, topográficas, viales y de distancias lo permitan, los proyectos 
para la construcción de sitios de tratamiento que vaya a formular y desarrollar cualquier 
entidad territorial propenderán a que se enfoquen desde el ámbito regional, teniendo en 
cuenta los beneficios sociales, ambientales y económicos y la reducción de la disposición 
final de residuos sólidos. 

Descripción de la observación normativa 

El artículo 2.3.2.6.1.8 del Decreto 1077 de 2015 establece que, al momento de formular 
proyectos de construcción de sitios de tratamiento de residuos sólidos, la entidad 
territorial deberá propender por otorgarles un enfoque regional, considerando las 
condiciones ambientales, topográficas, viales y de distancia que lo hagan viable. No 
obstante, la disposición vigente no precisa mecanismos concretos que garanticen la 
participación y vincule a las demás entidades territoriales que se verían beneficiadas por 
dichos proyectos, lo que deriva en una asimetría en la distribución de responsabilidades. 
 
En ese sentido, se observa que la formulación potestativa de la norma —expresada en el 
verbo propender— resulta insuficiente para asegurar una articulación efectiva entre las 
entidades territoriales involucradas en proyectos de alcance regional. Esta deficiencia 
normativa ha propiciado, en la práctica, que la totalidad de las cargas asociadas al ciclo del 
proyecto —esto es, su formulación, estructuración técnica y financiera, ejecución, puesta 
en marcha y sostenibilidad operativa— recaiga de manera exclusiva sobre la entidad 
territorial que lidera la iniciativa, sin que las demás entidades beneficiarias asuman 
compromisos formales y proporcionales desde las etapas iniciales del proceso. 
 
Con el propósito de subsanar este vacío normativo, se sugiere incorporar un parágrafo al 
artículo en mención que establezca con carácter obligatorio la vinculación de todas las 
entidades territoriales beneficiarias del proyecto desde la fase de estructuración, 
asegurando así una coordinación administrativa y financiera efectiva desde su origen. Esta 
medida permitiría distribuir de manera equitativa las responsabilidades entre los actores 
territoriales involucrados, fortalecer la sostenibilidad de largo plazo de la infraestructura 
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de tratamiento, y garantizar que ninguna entidad territorial enfrente en solitario los retos 
técnicos, presupuestales e institucionales inherentes a proyectos que, por su naturaleza y 
escala, tienen una vocación colectiva y regional. 

Análisis técnico y jurídico 

El artículo si bien introduce el principio de regionalización como criterio orientador de la 
planeación territorial en materia de residuos, su formulación es de naturaleza potestativa 
y programática, lo que limita significativamente su eficacia jurídica y operativa. 
 
Desde la perspectiva del derecho administrativo y del marco regulatorio de los servicios 
públicos domiciliarios, la ausencia de obligatoriedad en la vinculación de las entidades 
territoriales beneficiarias genera un vacío normativo con consecuencias concretas. En la 
práctica, dicho vacío ha derivado en que una única entidad territorial asuma la totalidad 
de las cargas asociadas a la formulación, estructuración, ejecución, puesta en marcha y 
sostenibilidad de infraestructuras de tratamiento que, por su naturaleza y escala, están 
concebidas para servir a múltiples municipios o departamentos. 
 
Esta situación contraviene los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad 
consagrados en los artículos 288 y 311 de la Constitución Política, así como los principios 
de solidaridad y eficiencia que rigen la prestación de los servicios públicos conforme a la 
Ley 142 de 1994. Igualmente, desconoce el espíritu del esquema diferencial y regional que 
la Política para la Gestión Integral de Residuos Sólidos ha promovido como mecanismo 
para superar las asimetrías territoriales en la cobertura y calidad del servicio de aseo. 
 
Desde el punto de vista financiero, el modelo actual —en el que la entidad territorial 
gestora asume unilateralmente la responsabilidad del proyecto— genera desequilibrios en 
la distribución de costos e incentivos inadecuados para la cooperación intermunicipal. Ello 
compromete la sostenibilidad de largo plazo de los proyectos y desincentiva la 
participación de entidades territoriales con menor capacidad técnica y fiscal, que son 
precisamente aquellas que más se beneficiarían del enfoque regional. 
 
En consecuencia, se considera necesario elevar el carácter de la regionalización de 
potestativo a obligatorio, e incorporar mecanismos explícitos de coordinación 
administrativa y financiera entre las entidades territoriales beneficiarias desde las etapas 
tempranas del ciclo del proyecto. 

Propuesta de ajuste / Recomendación 

Se recomienda la modificación del artículo 2.3.2.6.1.8 del Decreto 1077 de 2015, en los 
siguientes términos: 
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“ARTÍCULO 2.3.2.6.1.8. Regionalización de sitios de tratamiento. En la medida en que 
las condiciones ambientales, topográficas, viales y de distancias lo permitan, los 
proyectos para la construcción de sitios de tratamiento que vaya a formular y 
desarrollar cualquier entidad territorial propenderán a que se enfoquen desde el 
ámbito regional, teniendo en cuenta los beneficios sociales, ambientales y económicos 
y la reducción de la disposición final de residuos sólidos. 
 
Parágrafo. Cuando un proyecto de sitio de tratamiento tenga vocación regional, será 
obligatorio vincular a todas las entidades territoriales beneficiarias del mismo desde 
la fase de estructuración, con el propósito de garantizar una distribución equitativa de 
responsabilidades administrativas y cargas financieras a lo largo del ciclo del proyecto. 
Para tal efecto, las entidades territoriales involucradas suscribirán los instrumentos de 
coordinación interadministrativa que resulten pertinentes, tales como convenios 
interadministrativos, asociaciones de municipios o esquemas asociativos territoriales, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 1454 de 2011 y demás normas concordantes. 
Ninguna entidad territorial podrá ser designada como única responsable de la 
formulación, ejecución, operación y sostenibilidad de un proyecto de alcance regional 
sin el respaldo formal y vinculante de las demás entidades beneficiarias.” 

 
Esta modificación dota de eficacia jurídica el principio de regionalización, asegura la 
corresponsabilidad entre entidades territoriales, y provee instrumentos normativos 
concretos para la coordinación interinstitucional, en consonancia con el marco 
constitucional y legal vigente en materia de descentralización y servicios públicos 
domiciliarios. 

 
5. ANÁLISIS TÉCNICO Y JURÍDICO CONSOLIDADO 

 
5.1 Perspectiva del derecho administrativo y de servicios públicos 

 
El proyecto normativo se enmarca en el ejercicio de la potestad reglamentaria del Gobierno Nacional 
(art. 189, num. 11, C.P.) y debe ajustarse al núcleo normativo fijado por el legislador en la Ley 142 de 
1994 y la Ley 2294 de 2023, sin extralimitarse en las competencias legalmente atribuidas ni invadir el 
ámbito de autonomía de las entidades territoriales garantizado por los arts. 311 y 313 de la 
Constitución. 
 
Los artículos 2.3.2.2.2.3.49 y 2.3.2.2.2.8.78 presentan problemas de proporcionalidad en la carga 
regulatoria al imponer obligaciones de igual alcance e inmediata exigibilidad a todos los prestadores, 
independientemente de su tamaño y contexto territorial, sin el correspondiente análisis de impacto 
normativo. El artículo 2.3.2.6.1.3 traslada cargas de resultado a las entidades territoriales sin identificar 
fuentes de financiación, comprometiendo el principio de sostenibilidad fiscal y el equilibrio 
presupuestal municipal. 
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5.2 Perspectiva del ordenamiento territorial y la planificación sectorial 

 
La gestión integral de residuos sólidos tiene una dimensión territorial insoslayable. Las disposiciones de 
los artículos 2.3.2.6.1.6 y 2.3.2.6.1.8 pueden generar conflictos de planificación al imponer la 
incorporación de polígonos de tratamiento en los instrumentos de ordenamiento territorial y promover 
la regionalización sin establecer reglas claras de armonización con los PGIRS municipales vigentes ni 
mecanismos de revisión excepcional de los POT, PBOT o EOT. Cualquier modificación que incida en 
estos aspectos debe ser coherente con la jerarquía de instrumentos de planificación de la Ley 388 de 
1997 y la metodología de los PGIRS fijada en la Resolución 754 de 2014. 
 

5.3 Perspectiva financiera y tarifaria 
 
La sostenibilidad económica del servicio público de aseo es principio rector del art. 87 de la Ley 142 de 
1994. Toda modificación que implique nuevas obligaciones para los municipios debe ir acompañada de 
un análisis de impacto financiero sobre la tarifa y el presupuesto municipal. Asocapitales solicita al 
Ministerio que, previo a la expedición definitiva del decreto, requiera a la Comisión de Regulación de 
Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA) un concepto vinculante sobre el impacto tarifario de las 
nuevas disposiciones, conforme al art. 125 de la Ley 142 de 1994. 
 

5.4 Perspectiva de la capacidad institucional diferenciada 
 
Las ciudades capitales de Colombia presentan diferencias significativas en capacidades institucionales, 
técnicas y financieras. Mientras que Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla cuentan con estructuras 
robustas y empresas de servicios públicos de amplia capacidad operativa, las ciudades capitales de 
menor tamaño enfrentan restricciones presupuestales y déficits de recurso humano especializado e 
infraestructura. El proyecto normativo debe incorporar un enfoque diferencial que reconozca estas 
disparidades y establezca plazos e instrumentos de implementación graduales, evitando la aplicación 
uniforme de estándares inalcanzables a corto plazo para las capitales de menor tamaño. 
 

6. RECOMENDACIONES 
 
Con base en el análisis precedente, Asocapitales formula las siguientes recomendaciones prioritarias al 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio: 
 

N.º Tema Recomendación Prioridad 

R.01 Coordinación 
intergubernamental 

Incluir un artículo o parágrafo expreso que establezca 
la obligación de coordinación previa con las entidades 
territoriales para todas las disposiciones con 
incidencia en la prestación del servicio público de 

Inmediata 
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N.º Tema Recomendación Prioridad 

aseo, en cumplimiento del principio de concurrencia 
(art. 27, Ley 1454 de 2011). 

R.02 Articulación con 
PGIRS y POT 

Disponer que toda nueva obligación deberá 
incorporarse en los PGIRS municipales mediante 
proceso de actualización participativa, con plazo 
razonable y asistencia técnica del nivel nacional. 

Alta 

R.03 Sostenibilidad 
financiera 

Identificar expresamente las fuentes de financiación 
disponibles (IAT, SGP, SGR, PGN) y solicitar a la CRA la 
evaluación del impacto tarifario antes de la 
expedición definitiva del decreto. 

Inmediata 

R.04 Enfoque diferencial 
territorial 

Establecer regímenes diferenciales de 
implementación según tamaño de municipio (más de 
500.000 hab.; entre 100.000 y 500.000 hab.; menos 
de 100.000 hab.), con plazos y estándares técnicos 
escalonados. 

Alta 

R.05 Coherencia con el 
Decreto 670 de 2025 

Revisar y armonizar las nuevas disposiciones con el 
Decreto 670 de 2025 (Programa Basura Cero) para 
evitar duplicidades, contradicciones normativas u 
obligaciones paralelas sobre los mismos sujetos. 

Alta 

R.06 Participación de 
Asocapitales 

Asocapitales propone su participación en las mesas 
técnicas de reglamentación e implementación del 
acto, asegurando la representación de los intereses 
de las ciudades capitales en la fase de diseño 
regulatorio. 

Media 

 
7. CONCLUSIONES Y POSICIÓN INSTITUCIONAL 

 
El proyecto de decreto representa un paso relevante en la consolidación del marco regulatorio de la 
gestión integral de residuos sólidos, en línea con los compromisos del Plan Nacional de Desarrollo 2022-
2026 y el Programa Basura Cero. No obstante, su diseño actual presenta aspectos que requieren ajuste 
antes de su expedición definitiva. 
 
Asocapitales destaca las siguientes conclusiones: 
 

• La articulación intergubernamental es condición sine qua non para la efectividad del modelo 
propuesto. Las disposiciones que impliquen cargas para las entidades territoriales deben ir 
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acompañadas de mecanismos de coordinación, concurrencia y asistencia técnica, conforme a 
los principios constitucionales aplicables. 

• La sostenibilidad financiera del servicio no puede quedar comprometida por la ausencia de 
fuentes de financiación para las nuevas obligaciones. Se hace necesario articular la regulación 
con los mecanismos del IAT, el SGP y el Programa Basura Cero para garantizar el cierre financiero 
de los proyectos requeridos. 

• La coherencia con los instrumentos de planificación territorial (PGIRS, POT, POMCA) es 
exigencia del ordenamiento jurídico que no puede obviarse. Se requieren mecanismos de 
actualización y compatibilización de estos instrumentos frente a las nuevas obligaciones. 

• El enfoque diferencial territorial es imprescindible para garantizar que la regulación sea 
implementable en ciudades capitales de diverso tamaño y capacidad institucional, sin generar 
disparidades adicionales en la calidad del servicio público de aseo. 

 
En criterio de Asocapitales, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio debe ampliar el plazo de 
expedición del presente decreto hasta tanto no se hayan atendido de manera satisfactoria las 
observaciones estructurales aquí formuladas. La expedición anticipada del decreto, sin los mecanismos 
de coordinación previa con las entidades territoriales ni la identificación expresa de las fuentes de 
financiación de las nuevas obligaciones, traslada de manera injustificada una carga adicional sobre los 
usuarios del servicio público de aseo, quienes son, en última instancia, quienes asumen el peso 
económico a través de la tarifa. Una regulación que incremente obligaciones sin respaldo financiero ni 
coordinación institucional suficiente compromete los principios de equidad, sostenibilidad y 
asequibilidad del servicio, en detrimento directo de los ciudadanos de las capitales del país. 
 
Asocapitales reitera su disposición a participar en las mesas técnicas que el Ministerio convoque y 
agradece la oportunidad de contribuir a la mejora del marco normativo que regirá la gestión de residuos 
sólidos en beneficio de los ciudadanos de las capitales de Colombia. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
Andrés Santamaría Garrido 
Director General 
Asocapitales 
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